
BOE núm. 260. Suplemento Viernes 30 octubre 1998 55

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el presente recurso de incons-
titucionalidad y, en consecuencia, declarar:

1.o Que son inconstitucionales y nulos: el inciso
«3.o Instalación ligera náutico-deportiva: Aquélla que
no comporta obras de abrigo y de atraque, de carácter
portuario fijo y que no supone alteración sustancial del
medio físico donde se implanta» del art. 2, así como,
por consecuencia, las referencias a dichas instalaciones
contenidas en los arts. 3, párrafo primero, 5.2, 2.o; 8.b,
12.1, 17.1 y 22.1; el art. 4.2 en el inciso «para el resto
de los casos a la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes», y el art. 10, todos ellos de la Ley 8/1998, de 2
de noviembre, de Puertos Deportivos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

2.o Que es constitucional el inciso «2.o Zona por-
tuaria de uso náutico-deportivo: Parte de un recinto por-
tuario preexistente que se destina a la prestación de
servicios a las embarcaciones deportivas» del art. 2 de
la misma Ley interpretado en el modo fijado en el fun-
damento 4.o de esta Sentencia.

3.o Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a uno de octubre de mil novecientos
noventa y ocho.—Firmado.—Álvaro Rodríguez Berei-
jo.—José Gabaldón López.—Fernando García-Mon y Gon-
zález-Regueral.—Vicente Gimeno Sendra.—Julio Diego
González Campos.—Pedro Cruz Villalón.—Carles Viver
Pi-Sunyer.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Tomás
S. Vives Antón.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Rubricados.

24940 Pleno. Sentencia 194/1998, de 1 de octubre
de 1998. Recurso de amparo avocado al Ple-
no 2.514/1989. Contra Sentencia del Juz-
gado de Instrucción núm. 3 de Badajoz que
revocó la dictada por el Juzgado de Distrito
núm. 1 de esa misma capital y condenó al
actor como autor de una falta de intrusismo
del anterior Código Penal. Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López, don Fernando García-Mon y Gonzá-
lez-Regueral, don Vicente Gimeno Sendra, don Julio Die-
go González Campos, don Pedro Cruz Villalón, don Carles
Viver Pi-Sunyer, don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera,
don Tomás S. Vives Antón y don Pablo García Manzano,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo avocado al Pleno núm.
2.514/89, interpuesto por don José Antonio Parra
Ramos, representado por la Procuradora doña María Isa-
bel Díaz Solano y bajo la dirección del Letrado don Die-
go A. Ballesteros Martínez, contra la Sentencia del Juz-

gado de Instrucción núm. 3 de Badajoz, de 10 de noviem-
bre de 1989, que revocó la dictada por el Juzgado de
Distrito núm. 1 de esa misma capital, el 14 de julio
de 1989, en autos de juicio de faltas. Ha sido parte
don Manuel Mayorga Arias, Delegado provincial del Cole-
gio Oficial de Profesores y Licenciados en Educación
Física de Badajoz, representado por el Procurador de
los Tribunales don Manuel Infante Sánchez y asistido
por el Letrado don Matías Morante de la Calle. Ha inter-
venido el Ministerio Fiscal, y ha sido Ponente el Magis-
trado don José Gabaldón López, quien expresa el parecer
de este Tribunal.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro de
este Tribunal el día 18 de diciembre de 1989, doña
María Isabel Díaz Solano, Procuradora de los Tribunales,
en nombre y representación de don José Antonio Parra
Ramos, interpone recurso de amparo contra la Sentencia
del Juzgado de Instrucción núm. 3 de Badajoz, de 10
de noviembre de 1989, que revocó la absolutoria del
Juez de Distrito núm. 1 y condenó al actor como autor
de una falta de intrusismo del art. 572.2.o del anterior
Código Penal.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes
hechos:

a) El demandante en amparo fue denunciado por
el Delegado provincial del Colegio Oficial de Profesores
y Licenciados de Educación Física por un supuesto delito
de intrusismo, al estar ejerciendo la función de Profesor
de Educación Física en la Escuela Privada de Formación
Profesional «Virgen de Guadalupe», de Badajoz, sin estar
colegiado.

b) La denuncia dio lugar a un juicio de faltas en
el que recayó Sentencia absolutoria del Juzgado de Dis-
trito núm. 1 de Badajoz, de 14 de julio de 1989.

c) Formulada apelación por la parte denunciante y
por el Ministerio Fiscal, fue revocada la Sentencia de
instancia y condenado el solicitante de amparo, como
autor de una falta de intrusismo, a multa de 5.000 pese-
tas, al estimarse obligatoria la colegiación para el ejer-
cicio de las actividades que venía desarrollando.

3. En la demanda se denuncia la vulneración de
los arts. 14 y 28 C.E. Se solicita la nulidad de la Sentencia
recurrida y que se reconozca su derecho a no colegiarse
para ejercer como Profesor de Educación Física en centro
privado de enseñanza.

a) El recurrente considera discriminatoria la obliga-
ción de colegiarse que el art. 15 del Estatuto del Colegio
Oficial de Profesores y Licenciados de Educación Física
(que es anterior a la Constitución) impone a los pro-
fesores y licenciados que trabajan en colegios privados,
ya que simultáneamente exime de la misma a quienes
lo hacen por cuenta ajena en centros públicos de ense-
ñanza. La aplicación de dicho precepto estatutario por
la Sentencia recurrida ha significado, se afirma, una dis-
criminación contraria al art. 14 C.E.

b) Por otra parte, la referida exigencia de colegiación
obligatoria constituye una violación del art. 28.1 C.E.
ya que supone la obligación de pertenencia a una ins-
titución determinada para poder acceder a un puesto
de trabajo por cuenta ajena. Según el recurrente, las
funciones de los Colegios Profesionales van destinadas
a los profesionales que ejercen su actividad de forma
libre, no a quienes optan por el trabajo por cuenta ajena,
como es su caso.

4. Por providencia de 2 de abril de 1990, la Sección
Tercera acordó admitir a trámite la demanda de amparo,
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así como dirigir atenta comunicación al Juzgado de Ins-
trucción núm. 3 de Badajoz a fin de que, en plazo que
no excediera de diez días, remitiera certificación o foto-
copia adverada de las actuaciones correspondientes al
rollo de apelación núm. 56/89, y al Juzgado de Distrito
núm. 1 de Badajoz, para que en el mismo plazo remitiera
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
correspondientes al juicio de faltas núm. 1.128/89,
debiendo previamente emplazarse para que en el plazo
de diez días pudieran comparecer, si lo deseaban, en
el recurso de amparo y defender sus derechos a quienes
hubieran sido parte en el procedimiento excepto el
recurrente en amparo, haciendo constar en dicho empla-
zamiento la exclusión de quienes quisieran coadyuvar
con el recurrente o formular cualquier impugnación y
les hubiera ya transcurrido el plazo que la Ley Orgánica
de este Tribunal establece para recurrir.

5. La Sección Tercera acordó, por providencia de 2
de abril de 1990, formar la oportuna pieza para tramitar
incidente de suspensión de la resolución impugnada,
concediendo al Ministerio Fiscal y a la parte recurrente
un plazo común de tres días para que alegaran lo que
estimaran pertinente. La suspensión fue denegada por
Auto de la Sala Segunda de 17 de mayo de 1990.

6. Por providencia de 4 de junio de 1990, la Sección
acordó tener por personado y parte en el procedimiento
a don Manuel Mayorga Arias, Delegado provincial del
Colegio Oficial de Profesores y Licenciados en Educación
Física de Badajoz, representado por el Procurador de
los Tribunales don Manuel Infante Sánchez, con el que
se acordó entender las sucesivas actuaciones, así como
acusar recibo al Juzgado de Instrucción núm. 3 y Juz-
gado de Distrito núm. 1, ambos de Badajoz, de las actua-
ciones remitidas y dar vista de las mismas a las partes
personadas y al Ministerio Fiscal por plazo común de
veinte días dentro de los cuales podrían presentar las
alegaciones que estimaran pertinentes conforme deter-
mina el art. 52.1 de la Ley Orgánica de este Tribunal.

7. En el escrito de alegaciones presentado el 4 de
julio de 1990 el actor reitera las que había aducido en
la demanda de amparo.

8. Por escrito presentado ante este Tribunal el 25
de julio de 1990, el Delegado provincial del Colegio Ofi-
cial de Profesores y Licenciados en Educación Física de
Badajoz solicita la desestimación de la demanda de
amparo. Alega, en primer lugar, que no existe igualdad
de situación entre los Profesores que ejercen en la ense-
ñanza privada y los de la pública por cuanto estos últimos
son funcionarios de la Administración docente y los pri-
meros no; matiz importante que elimina toda discrimi-
nación, ya que el art. 14 C.E. no impide la existencia
de disciplinas normativas diferentes siempre que los
supuestos de hecho a los que tales normativas deban
aplicarse sean asimismo diferentes.

Acerca del derecho fundamental a la libre sindicación
reconocido en el art. 28.1 C.E., afirma que, sin duda,
lo confunde el recurrente con el deber de colegiación
para el ejercicio de las profesiones tituladas que viene
impuesto por la Ley de Colegios Profesionales, de 13
de febrero de 1974, por virtud de la remisión contenida
en el art. 36 de la misma Constitución. En todo caso,
ninguna disposición de la Ley reguladora del derecho
de asociación sindical ni los principios constitucionales
que informan este derecho impiden la existencia de orga-
nizaciones profesionales para la defensa de los intereses
económicos de una actividad determinada y la exigencia
de obligatoria pertenencia a las mismas. Por otra parte,
la colegiación de los Profesores y Licenciados en Edu-
cación Física no impide que puedan afiliarse a asocia-

ciones sindicales integradas cuyas actividades deben res-
petar, en todo caso, las facultades propias de los Colegios
Profesionales. A tal efecto, resulta indiferente que la pro-
fesión titulada se ejerza por cuenta propia o por cuenta
ajena, puesto que, a diferencia de la libertad sindical,
que constituye un derecho para todos los trabajadores,
la colegiación constituye un deber para algunos de ellos
por razón de la titulación exigida para el ejercicio de
determinadas profesiones.

9. El Ministerio Fiscal, por escrito que tuvo entrada
el 30 de junio de 1990, solicita la desestimación del
recurso de amparo. Afirma, en primer lugar, que la dis-
tinción que hace el art. 15.1 del Real Decreto
2.957/1978 no es discriminatoria por cuanto cuando
se está al servicio de la Administración Pública, como
en alguna ocasión ha declarado el Tribunal Constitucio-
nal, es aquélla la que garantiza la suficiencia e incidencia
del ejercicio profesional y de ahí que se haya optado
por no exigir en todos los casos el plus de colegiación
obligatoria. Por ello, la Sentencia impugnada, al condenar
al recurrente como autor de una falta del art. 572.2.o C.P.
con base en el art. 15.1 del Real Decreto citado, no
ha incurrido en vulneración del art. 14 C.E.

Considera, asimismo, el Ministerio Público que igual
suerte ha de correr la alegación de que la Sentencia
recurrida ha vulnerado el derecho a la libre sindicación
(art. 28.1 C.E.). Primero, por cuanto más que el derecho
de sindicación estaría en juego el de asociación (art. 22
y 36 C.E.) y, segundo, porque el Tribunal Constitucional
ya se ha pronunciado sobre la colegiación obligatoria,
entre otras en las SSTC 123/1987, 20/1988, 89/1989
y 131/1989, en las que la misma es considerada cons-
titucionalmente legítima cuando, como ocurre en el pre-
sente caso, obedece a unos criterios justificados y
razonables.

10. Por providencia de 17 de marzo de 1992 el
Pleno, a propuesta del Presidente y conforme a lo dis-
puesto en el art. 10 k) LOTC, acordó recabar para sí
el conocimiento del presente recurso de amparo.

11. Por providencia de 29 de septiembre de 1998,
se señaló para deliberación y fallo de la presente Sen-
tencia, el día 1 de octubre del actual.

II. Fundamentos jurídicos

1. Es objeto de la presente demanda de amparo
la Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 3 de Bada-
joz por la que se condenó al ahora recurrente, como
autor de una falta del art. 572.2.o del Código Penal
de 1973 (en su versión anterior a la modificación intro-
ducida por la Ley Orgánica 3/1989), a la pena de 5.000
pesetas de multa, con arresto sustitutorio de dos días
en caso de impago. El motivo de la condena fue el ejer-
cicio por el recurrente de actividades como Profesor de
Educación Física en la Escuela Privada de Formación
Profesional «Virgen de Guadalupe» de Badajoz sin estar
incorporado al correspondiente Colegio Profesional.

Disponía el art. 572.2.o C.P., en la redacción vigente
en el momento de suceder los hechos por los que se
condenó al demandante de amparo, que «serán casti-
gados con la multa de 1.500 a 15.000 pesetas: 2.o el
titulado o habilitado que ejerciere su profesión sin hallar-
se inscrito en el respectivo colegio, corporación o aso-
ciación oficial, siempre que sea exigido reglamentaria-
mente este requisito». En el caso de los Profesores y
Licenciados en Educación Física, la exigencia de cole-
giación se deduce de la conexión entre lo establecido
con carácter general, en el art. 3.2 de la Ley 2/1974,
de 13 de febrero, reguladora de los Colegios Profesio-
nales (que en la versión dada por la Ley 7/1997, de 14
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de abril, de medidas liberalizadoras en materia de suelo
y de Colegios Profesionales, establece que «es requisito
indispensable para el ejercicio de las profesiones cole-
giadas hallarse incorporado al Colegio correspondiente»)
y lo dispuesto en el art. 15 de los Estatutos de los Cole-
gios de Profesores de Educación Física (en la actualidad
Colegios de Profesores y Licenciados en Educación Físi-
ca) aprobados por el Real Decreto 2.957/1978, de 3
de noviembre, precepto que, en la redacción dada por
el Real Decreto 1.885/1981, de 3 de julio, establece:

«1. Para ejercer la profesión de Profesor de
Educación Física, ya sea particularmente o al ser-
vicio de cualquier empresa o entidad no estatal,
será condición obligatoria, además de cumplir
todos los requisitos que las Leyes y disposiciones
vigentes prescriban, pertenecer al Colegio Oficial
de Profesores de Educación Física o, en su caso,
a los Colegios de ámbito territorial reducido que
en su día se constituyan.

2. La colegiación será voluntaria para los titu-
lados que estén al servicio del Estado y se limiten
a desempeñar las funciones de su cargo oficial,
pero será forzosa cuando dichos titulados realicen
trabajos de carácter particular de los indicados en
el apartado que antecede. También será voluntaria
para aquellos titulados que no ejerzan ninguna acti-
vidad profesional.»

2. Considera el recurrente de amparo que la Sen-
tencia impugnada es contraria a los arts. 14 y 28.1 C.E.
en la medida en que le impone una sanción penal por
no cumplir con una exigencia de colegiación que con-
sidera contraria a los derechos a la igualdad y a la libertad
sindical que los mencionados preceptos constitucionales
consagran. Sostiene, en primer lugar, que la previsión
de colegiación obligatoria sólo para los Profesores de
centros no estatales resulta contraria al derecho a la
igualdad que garantiza el art. 14 C.E. Entiende, en segun-
do lugar, que la obligación de colegiarse que se impone
a los Profesores que, como él, trabajan por cuenta ajena
es contraria a la libertad sindical (art. 28.1 C.E.).

Al objeto de delimitar con mayor precisión la cuestión,
conviene desde este momento dejar claro que, aunque
en la demanda se alude formalmente al derecho a la
libertad sindical, éste en nada se ve comprometido, pues
ni la colegiación impide la pertenencia a un sindicato
ni el Colegio Profesional puede considerarse como un
sindicato a los efectos de la libertad negativa de sin-
dicación. Por otra parte, de las propias alegaciones del
recurrente parece deducirse que el derecho que real-
mente se considera lesionado no es otro que la libertad
negativa de asociación que garantiza el art. 22 de la
Norma fundamental. Así lo entienden también, tanto el
Delegado provincial del Colegio Oficial de Profesores y
Licenciados de Educación Física de Badajoz, como el
Ministerio Fiscal.

El recurrente parece asimismo referirse, si bien de
manera indirecta, al derecho del art. 35 C.E. en la medida
en que la previsión de colegiación obligatoria vendría
a suponer un condicionante injustificado al desempeño
de la propia profesión. Se trata, en todo caso, de un
derecho que, según lo dispuesto en el art. 53.2 C.E.,
queda extramuros de la tutela que ofrece el recurso de
amparo.

Al margen del debate procesal debe quedar también
el derecho a la legalidad penal que garantiza el art. 25.1
C.E. no invocado por el recurrente. No se cuestiona en
la demanda de amparo la constitucionalidad de la norma
penal desde la perspectiva del mencionado derecho y
tampoco se denuncia una interpretación extensiva in
malam partem del precepto, sino la constitucionalidad
de la obligación de colegiarse para el ejercicio de la

actividad de Profesor de Educación Física en un colegio
privado. Por ello y como acertadamente señala el Minis-
terio Fiscal, lo que realmente se debate es la consti-
tucionalidad del precepto estatutario utilizado por el
órgano judicial para integrar la norma penal, de manera
que aquél, al aplicar ese precepto sin disentir su validez,
habría materializado la lesión de los derechos fundamen-
tales invocados. La cuestión se plantea, así, en términos
similares a los del recurso de amparo resuelto por la
STC 35/1993.

Esta delimitación evidencia que el recurso no ha que-
dado sin objeto como consecuencia de la supresión en
el Código Penal de 1995 de la falta tipificada en el
art. 572 del Código anterior, ya que, si bien se recurre
directamente la sanción penal, lo que en última instancia
quedaba cuestionado es la constitucionalidad de una
exigencia de colegiación contenida en normas que
siguen en vigor. Procede, en consecuencia, examinar
si la exigencia de colegiación obligatoria de los Profe-
sores de Educación Física que trabajan en centros docen-
tes privados es contraria a la libertad de asociación y
al derecho a la igualdad.

3. Se alega en primer lugar la posible infracción
del derecho a la igualdad (art. 14 C.E.) que se produciría
según el recurrente al eximir el art. 15 del Real Decre-
to 2.957/1978 de colegiación obligatoria a «los titulados
que estén al servicio del Estado y se limiten a desem-
peñar las funciones de su cargo oficial».

No puede concluirse que la diferencia de trato prevista
en la norma estatutaria sea lesiva del derecho a la igual-
dad. Como hemos señalado en la STC 131/1989, «es
perfectamente admisible que las exigencias establecidas
con carácter general, como es el requisito de la cole-
giación obligatoria, cedan o no sean de aplicación en
casos, como el que motiva el presente recurso, de que
quienes ejerzan la profesión colegiada lo hagan única-
mente como funcionarios o en el ámbito exclusivo de
la Administración Pública, sin pretender ejercer priva-
damente, con lo cual «viene a privarse de razón de ser
al sometimiento a una organización colegial justificada
en los demás casos» (STC 69/1985, fundamento jurí-
dico 2.o); en tal supuesto, la Administración asumiría
directamente la tutela de los fines públicos concurrentes
en el ejercicio de las profesiones colegiadas que, con
carácter general, se encomiendan a los Colegios Pro-
fesionales. Corresponde, pues, al legislador y a la Admi-
nistración Pública, determinar por razón de la relación
funcionarial con carácter general, en qué supuestos y
condiciones, al tratarse de un ejercicio profesional al
servicio de la propia Administración e integrado en una
organización administrativa y por tanto de carácter públi-
co, excepcionalmente dicho requisito, con el consiguien-
te sometimiento a la ordenación y disciplina colegiales,
no haya de exigirse, por no ser la obligación que impone
proporcionada al fin tutelado» (fundamento jurídico 4.o).
Como venimos reiterando, la obligación de incorporación
a un Colegio para el ejercicio de la profesión se justifica
no en atención a los intereses de los profesionales, sino
como garantía de los intereses de sus destinatarios. En
el caso de quienes trabajan para centros públicos, esa
garantía puede ser asumida por la Administración y, en
consecuencia, la exención de colegiación aparece como
una medida razonable, ajena a todo propósito discrimi-
natorio contrario al art. 14 C.E.

4. Procede a continuación examinar la cuestión rela-
tiva a la vulneración del derecho a la libertad de aso-
ciación y, al respecto, hemos de recordar que son ya
numerosas las ocasiones en que este Tribunal se ha
pronunciado sobre la relación entre los Colegios Pro-
fesionales y el derecho de asociación que garantiza el
art. 22 C.E. Con carácter general hemos establecido que
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los Colegios no son asociaciones a los efectos del men-
cionado precepto constitucional, por lo que ni existe un
derecho de los ciudadanos a crear o a que los poderes
públicos creen Colegios Profesionales ni a éstos les es
aplicable el régimen propio de las asociaciones (SSTC
89/1989, 131/1989, 139/1989 y 244/1991, entre
otras). También hemos abordado esa relación desde la
perspectiva de la colegiación obligatoria, concluyendo
que el hecho de que se imponga la pertenencia a un
Colegio no es por sí mismo contrario a los arts. 22 y 28
C.E., ya que no excluye la adscripción del colegiado a
las asociaciones o sindicatos que estime conveniente
(SSTC 123/1987, 139/1989 y 166/1992).

En cuanto a la compatibilidad entre colegiación obli-
gatoria y libertad negativa de asociación, que es la espe-
cíficamente suscitada en el presente recurso, fue direc-
tamente examinada por la STC 89/1989, que resolvió
una cuestión de inconstitucionalidad planteada contra
el art. 3.2 de la Ley de Colegios Profesionales, precepto
que, en la redacción entonces vigente, disponía: «será
requisito indispensable para el ejercicio de las profesio-
nes colegiadas la incorporación al Colegio en cuyo ámbi-
to territorial se pretenda ejercer la profesión». Conclui-
mos entonces que «la colegiación obligatoria, como
requisito exigido por la Ley para el ejercicio de la pro-
fesión, no constituye una vulneración del principio y dere-
cho de libertad asociativa, activa o pasiva, ni tampoco
un obstáculo para la elección profesional (art. 35 C.E.),
dada la habilitación concedida al legislador por el art. 36»
(fundamento jurídico 8.o). Ahora bien, esta afirmación
fue hecha no sin antes recordar que los Colegios Pro-
fesionales «constituyen una típica especie de corpora-
ción, reconocida por el Estado, dirigida no sólo a la con-
secución de fines estrictamente privados, lo que podría
conseguirse con la simple asociación, sino esencialmen-
te a garantizar que el ejercicio de la profesión —que
constituye un servicio al común— se ajuste a las normas
o reglas que aseguren tanto la eficacia como la eventual
responsabilidad en tal ejercicio, que, por otra parte, ya
ha garantizado en principio el Estado con la expedición
del título habilitante» (fundamento jurídico 5.o). No son
por tanto los fines relacionados con los intereses cor-
porativos de los integrantes del Colegio —fines que, como
acaba de recordarse, podrían alcanzarse mediante una
asociación— los que justifican la legitimidad de la opción
del legislador por la colegiación obligatoria, sino esos
otros «fines específicos, determinados por la profesión
titulada, de indudable interés público (disciplina profe-
sional, normas deontológicas, sanciones penales o admi-
nistrativas, recursos procesales, etc.)» (fundamento jurí-
dico 7.o).

Por otra parte, y como también se recuerda, en la
resolución que venimos citando, «el legislador, al hacer
uso de la habilitación que le confiere el art. 36 C.E.,
deberá hacerlo de forma tal que restrinja lo menos posi-
ble y de modo justificado, tanto el derecho de asociación
(art. 22) como el de libre elección profesional y de oficio
(art. 35) y que al decidir, en cada caso concreto, la crea-
ción de un Colegio Profesional, haya de tener en cuenta
que, al afectar la existencia de éste a los derechos fun-
damentales mencionados, sólo será constitucionalmente
lícita cuando esté justificada por la necesidad de servir
un interés público» (fundamento jurídico 5.o). Esta misma
conclusión sobre la legitimidad constitucional de la cole-
giación obligatoria y su necesaria vinculación con la tute-
la de intereses generales ha sido reiterada en la STC
131/1989 y en las antes citadas SSTC 35/1993 y
74/1994.

En todo caso, pues, la calificación de una profesión
como colegiada, con la consiguiente incorporación obli-
gatoria, requiere desde el punto de vista constitucional
la existencia de intereses generales que puedan verse

afectados o, dicho de otro modo, la necesaria conse-
cución de fines públicos constitucionalmente relevantes.
La legitimidad de esa decisión dependerá de que el Cole-
gio desempeñe, efectivamente, funciones de tutela del
interés de quienes son destinatarios de los servicios pres-
tados por los profesionales que lo integran, así como
de la relación que exista entre la concreta actividad pro-
fesional con determinados derechos, valores y bienes
constitucionalmente garantizados; extremos que podrán
ser controlados por este Tribunal.

5. Junto a ese requisito, la Constitución exige que
sea el legislador quien deba determinar qué profesiones
quedan fuera del principio general de libertad, valorando
cuáles de esas profesiones requieren, por atender a los
fines mencionados la incorporación a un Colegio Pro-
fesional, así como, en su caso, la importancia que al
respecto haya de otorgar a la exigencia de una previa
titulación para el ejercicio profesional. Así lo establece
el art. 36 C.E., al afirmar que «la ley regulará las pecu-
liaridades propias del régimen jurídico de los Colegios
Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas».

En efecto, como hemos dicho, la exigencia de ads-
cripción forzosa a un Colegio Profesional supone, de un
lado, una limitación al principio general de libertad y,
más en concreto, del libre ejercicio de la profesión y,
de otro, una excepción a la regla general de libertad
negativa de asociación que forma parte del contenido
constitucionalmente protegido del art. 22 C.E. Por ambos
motivos, y según también hemos reiterado, es el legis-
lador el que debe decidir cuándo el ejercicio de una
profesión exige la colegiación obligatoria.

6. Pues bien, aplicando esa doctrina al caso enjui-
ciado y comenzando por el requisito de la reserva de
ley, cabe advertir que en la normativa vigente, la exi-
gencia de colegiación obligatoria viene impuesta por el
art. 3.2 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios
Profesionales. Esta Ley preconstitucional (que con las
reformas introducidas por la Ley 74/1978, de 26 de
diciembre, y por la Ley 7/1997, de 14 de abril, sobre
medidas liberalizadoras en materia de suelo y de Cole-
gios Profesionales, sigue siendo la única normativa exis-
tente sobre la materia), no concreta sin embargo las
profesiones que han de ser colegiadas. No obstante, en
la medida en que dispone que la creación de Colegios
Profesionales se hará mediante ley (art. 4.1) garantiza
la intervención del legislador y se adecua así a las pre-
visiones de la Norma fundamental, que exige una deci-
sión de aquél sobre los Colegios Profesionales que hayan
de crearse pero que no impone que ello se haga en
una única y específica ley (STC 386/1993).

Ocurre, sin embargo, que en muchos supuestos la
exigencia de colegiación viene determinada en normas
infralegales, cual es el caso que nos ocupa de los Cole-
gios Oficiales de Profesores y Licenciados en Educación
Física pues, según venimos reiterando, la adscripción
forzosa se contiene en el citado art. 15 de los Estatutos
aprobados por Real Decreto 2.957/1978, de 3 de
noviembre, reformados por el Real Decreto 1.885/1981,
de 3 de julio, que introdujo diversas modificaciones en
el articulado, y por el Real Decreto 2.106/1983, de 15
de junio, que modificó la denominación hasta entonces
vigente por la de Colegios Oficiales de Profesores y Licen-
ciados en Educación Física. Ahora bien, este dato por
sí mismo no implica la nulidad de la referida disposición
estatutaria, puesto que la existencia del Colegio y la pre-
visión de colegiación obligatoria derivaba —como ocurre
en tantos otros casos— de normas preconstitucionales,
que no devienen nulas por el hecho de que, posterior-
mente, la Constitución haya exigido un determinado ran-
go para la regulación de tales materias, pues la reserva
de ley del art. 36 o del art. 53.2 C.E. no puede aplicarse
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retroactivamente (por todas SSTC 11/1981, 83/1984,
219/1989 y 111/1993). Y la Disposición transitoria pri-
mera de la Ley 2/1974, de Colegios Profesionales, esta-
bleció que continuarían vigentes las disposiciones regu-
ladoras existentes. Asimismo, el dato solo de que los
Estatutos hubieran sido reformados tras la entrada en
vigor de la Constitución, manteniendo la exigencia de
colegiación, no supone tampoco vicio de nulidad en la
medida en que el art. 3.2 de dicha Ley así lo establece.

7. Finalmente, respecto de la exigencia de cumpli-
miento de fines públicos relevantes, una mera lectura
del elenco de funciones asignadas a los Colegios Pro-
fesionales de Profesores y Licenciados de Educación Físi-
ca por el art. 3 de los Estatutos evidencia que la ads-
cripción forzosa se configura en este supuesto como
un instrumento necesario para que el Colegio asuma
la responsabilidad de velar sobre las actividades desarro-
lladas en ámbitos educativos privados o referidos al ejer-
cicio libre de la profesión por los Profesores de Educación
Física, para que aquéllas se realicen sin merma de la
garantía de los derechos de los ciudadanos en cuanto
destinatarios de tales actividades.

Por último, también desde la perspectiva de la acti-
vidad profesional desarrollada puede justificarse la legi-
timidad de la adscripción obligatoria de los Profesores
de Educación Física. En punto a la valoración de la tras-
cendencia de la actividad que los mismos desempeñan
hay que recordar que la propia Constitución contiene
un mandato a los poderes públicos para que fomenten
«la educación física y el deporte» (art. 43.3 C.E.) y que
ambas actividades aparecen, por otra parte, estrecha-
mente vinculadas con la salud —a la que se refiere el
apartado 1 del mismo art. 43 C.E.—. De suerte que no
sólo son un medio para su mantenimiento, sino que per-
mite evitar las repercusiones negativas que sobre la mis-
ma puede tener un ejercicio no adecuado de las diversas
actividades físicas y deportivas, especialmente en aque-
llos deportes cuyo ejercicio conlleva un riesgo muchas
veces no pequeño. Sin que pueda, por otra parte, des-
conocerse la importancia y valoración cada vez mayor
de estas actividades, a las que los poderes públicos vie-
nen respondiendo con el establecimiento de nuevas exi-
gencias de cualificación para los profesionales dedicados
a las mismas y, de modo especial, para quienes tienen
como función la de docentes de esta materia en los
centros de enseñanza. Debe, además, tenerse en cuenta
que los destinatarios de tales actividades son, en una
buena parte de los casos, menores de edad, y ello redun-
da en unas mayores exigencias de preparación y res-
ponsabilidad para quienes asumen dicha docencia. Razo-
nes que en el presente caso legitiman la norma que
impone dicha colegiación obligatoria para el ejercicio
de la profesión.

Se trata, por otra parte, de una profesión titulada
cuyo Colegio integra a quienes están «en posesión del
título de Profesor o, en su caso, de Licenciado de Edu-
cación Física, expedido o convalidado por el Estado espa-
ñol» (art. 14 de los Estatutos). En el momento de dictarse
las resoluciones recurridas, el art. 6.3 de la Ley 13/1980,
de 31 de marzo, General de Educación Física y Deporte,
disponía que «las enseñanzas impartidas en los Institutos
Nacionales de Educación Física, en cuanto centros de
Enseñanza Superior para la formación, especialización
y perfeccionamiento de profesores de Educación Física,
tendrán el nivel que corresponde al primer y segundo
ciclo de Educación Universitaria». Por su parte, el Real
Decreto 790/1981, de 24 de abril, califica los Institutos
Nacionales de Educación Física como centros de Ense-
ñanza Superior (art. 1), centros que expiden los títulos
de Diplomado y Licenciado en Educación Física, equi-
valentes a Diplomados y Licenciados universitarios
—arts. 5 y 6—. En la actualidad, y tras la entrada en

vigor de la Ley 10/1990, de 5 de octubre, del Deporte,
que autoriza al Gobierno para adecuar las enseñanzas
de la Educación Física que actualmente se imparten en
los Institutos Nacionales de Educación Física a lo esta-
blecido en la Ley 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma
Universitaria, el Real Decreto 1.423/1992, de 27 de
noviembre (sobre incorporación de las Enseñanzas de
Educación Física a la Universidad), ha venido a reforzar
el carácter universitario de estas enseñanzas.

Procede pues, por cuanto llevamos razonado, la
desestimación del amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a uno de octubre de mil novecientos
noventa y ocho.—Álvaro Rodríguez Bereijo.—José Gabal-
dón López.—Fernando García-Mon y González-Regue-
ral.—Vicente Gimeno Sendra.—Julio Diego González Cam-
pos.—Pedro Cruz Villalón.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Tomás S. Vives
Antón.—Pablo García Manzano.—Firmados y rubricados.

Voto particular que formula el Magistrado don Vicente
Gimeno Sendra a la Sentencia recaída en el recurso de

amparo núm. 2.514/89

La causa de mi respetuosa discrepancia con esta Sen-
tencia reside en no haber estimado el presente recurso
de amparo por haber infringido, a mi parecer, la Sen-
tencia impugnada los derechos fundamentales a la lega-
lidad penal y el de asociación en su vertiente negativa.

1. El principio de legalidad.

Aun cuando el recurrente, no haya invocado en su
demanda el principio de legalidad, tanto la Constitución,
como nuestra Ley Orgánica, nos obligan («Constitutio-
nem novit Curia»), con o sin planteamiento de la «tesis»,
a apreciar de oficio la totalidad de las infracciones de
las normas tuteladoras de los derechos fundamentales
cometidas por el acto del poder público objeto de este
amparo. Por tal razón, creemos que, al igual como ha
acontecido con el derecho de asociación (que, sin haber
sido tampoco alegado por el actor, no ha constituido,
sin embargo, obstáculo alguno para entrar en su cono-
cimiento), alguna respuesta debió haber dado este Tri-
bunal a la infracción del principio de legalidad, en su
primera manifestación de exigencia del cumplimiento
de la «Lex praevia», la cual, a mi entender, no ha sucedido
y ello, tanto si se considera aplicable el vigente art. 637
del C.P., como el art. 572 del derogado C.P.:

a) La despenalización del art. 572 del C.P. de 1973.

La sentencia de instancia (¡del año 1989!) condenó
al recurrente por haber cometido una falta de intrusismo
contemplada en el art. 572 del C.P. de 1973, que con-
templaba como conducta típica la del titulado que no
se hallare «inscrito en el respectivo Colegio...».

El actual Código Penal (art. 637), sin embargo, tan
sólo castiga a quien «se atribuyere públicamente la cua-
lidad de profesional amparada por un título académico
que no posee». De una simple comparación de ambas
normas punitivas claramente se desprende que, estando
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el recurrente en posesión del título de Licenciado en
Educación Física, aunque no estuviera colegiado, es claro
que su conducta ha quedado, en la actualidad, «des-
penalizada» (que no, «descriminalizada») por lo que viene
a faltar en el momento presente el presupuesto de la
«Ley previa», el cual ha de estar vigente, no sólo en
el momento de la comisión del hecho, sino también en
el de la aplicación de la norma e incluso en el de la
ejecución de la pena.

Por esta sola razón debió el amparo ser estimado,
como también debió serlo en el improbable supuesto
de que este Tribunal hubiera considerado hoy de apli-
cación el art. 572 del anterior C.P., vigente, tanto en
el momento de la comisión del «hecho», como en el
de la aplicación del derecho por la jurisdicción ordinaria.

b) La infracción de la «Lex praevia» por el art.
572 C.P.

Como es sabido, el derogado art. 572, al remitirse
al requisito «reglamentario» de la incorporación al Cole-
gio en el que había de darse de alta el «intruso», con-
templaba una norma penal en blanco, lo cual en sí mismo
no contraviene en modo alguno el principio constitu-
cional de tipicidad, si no fuera por la circunstancia de
que dicha remisión lo es a una norma reglamentaria.
Esta circunstancia, por el contrario, sí que debe ser con-
siderada como vulneradora del principio constitucional
de legalidad, pues la integración normativa de normas
penas en blanco ha de efectuarse a través de normas
de idéntico rango o, lo que es lo mismo, dicha integración
ha de respetar la reserva de ley, que, de conformidad
con nuestra doctrina nacida con ocasión de la interpre-
tación del art. 17 C.E. (quizás hubiera sido mejor la del
art. 25), exigen al menos rango de Ley ordinaria y nunca
la del Reglamento. Así, pues, bien sea reclamable en
el momento actual el art. 637 del C.P. de 1995, bien
lo sea la del art. 572 del C.P. de 1973, una conclusión
deviene evidente en el presente caso: La de la infracción
del art. 25 C.E. por ausencia de ley penal predeterminada.

2. La infracción del derecho de asociación negativa.

Pero es que, además, en mi opinión, se ha vulnerado
también el derecho de asociación en su vertiente nega-
tiva, consistente en el derecho del recurrente a no ser
obligado a asociarse o a incorporarse al «Colegio de
Profesores y Licenciados de Educación Física»
(Col.P.L.E.F., en lo sucesivo).

La infracción, sin embargo, del derecho de asociación
no estriba aquí en haber incumplido el requisito de la
reserva de Ley que debe legitimar cualquier actuación
del poder público limitativa de un derecho fundamental,
pues, aunque el Col.P.L.E.F. fuera creado por la potestad
reglamentaria, tiene razón nuestra sentencia cuando
observa que su instauración obedeció a normas precons-
titucionales (aunque no estaría de más que recibiera,
en su caso, el refrendo legislativo, lo que no ha sucedido
en dos ocasiones postconstitucionales).

La infracción de dicho derecho fundamental no obe-
dece, pues, al incumplimiento de este primer requisito
formal del principio de proporcionalidad, consistente en
la legalidad de la medida, sino en el del material o prin-
cipio de necesidad, conforme al cual ha de existir una
justificación objetiva del sacrificio del derecho de aso-
ciación en aras del cumplimiento de otros derechos fun-
damentales o bienes constitucionales que lo legitimen.

Es la aplicación de esta doctrina sobre el subprincipio
de necesidad (que correctamente se refleja en el fun-
damento jurídico 4.o) al caso que nos ocupa, la que moti-
va mi discrepancia. Según se afirma en el fundamento
jurídico 7.o la adscripción forzosa de los Profesores de
Educación Física aparece, en primer lugar, «como un

instrumento necesario para que el Colegio asuma la res-
ponsabilidad de velar sobre las actividades desarrolladas
en ámbitos educativos privados...» y, en segundo, la fina-
lidad de la profesión justifica la restricción del derecho
de asociación, por cuanto se relaciona con «la educación
física y el deporte, actividades que «aparecen estrecha-
mente vinculadas con la salud». Pues, bien, a mi parecer
ninguno de estos dos criterios constitucionalmente se
justifica:

A) La supuesta necesidad de la creación del Colegio
de Profesores de Educación Física.

En el fundamento jurídico 4.o se expone con acierto
nuestra doctrina sustentada en la STC 89/1989 y se
afirma que, para que se justifique objetivamente la crea-
ción de un Colegio Profesional, es necesario, de un lado,
que la profesión incorporada obligatoriamente a la Cor-
poración persiga fines de indudable interés público y,
de otro, que la consecución de dicho fin y el control
de la responsabilidad del ejercicio de la profesión exija
dicha incorporación obligatoria.

El fundamento jurídico 7.o transforma, sin embargo,
dicha doctrina sobre la necesidad, haciendo «supuesto
de la cuestión», pues no viene a demostrar que la impor-
tancia de la función y la deontología de la profesión
exijan objetivamente la incorporación obligatoria (como
no podía ser de otra manera, pues, la responsabilidad
disciplinaria puede ser ejercida por el centro docente
en donde el Profesor presta sus servicios), sino que, para
que el Colegio asuma su función deontológica es nece-
saria la adscripción forzosa, con lo que la doctrina sobre
la necesidad se transforma sustancialmente hasta que-
dar completamente difuminada. En lo sucesivo, siempre
que se cree un Colegio, habrá que estimar cumplida
la necesidad de la limitación del derecho de asociación,
ya que el Colegio «es un instrumento necesario para
que asuma la responsabilidad» disciplinaria sobre todos
los colegiados.

B) La finalidad constitucional del Col.P.E.F.

Asimismo, establecía nuestra doctrina que, para que
una actividad profesional constituyera el objeto de tales
Corporaciones de Derecho Público, era necesario que
persiguiera un fin público constitucionalmente relevante,
lo que comportaba dos exigencias: Por una parte, que
se tratara de «profesiones tituladas» y, por otra, que tales
profesiones afectaran a derechos fundamentales o bie-
nes constitucionalmente relevantes (STC 111/1993).

Pues, bien, en el caso que nos ocupa, es claro que
los Profesores de Educación Física, si bien cumplen el
primer requisito, incumplen manifiestamente el segundo,
por cuanto, para sacrificar el derecho fundamental de
asociación negativa, sería necesario que, a través del
ejercicio de la profesión titulada, se protegieran otros
derechos fundamentales.

De conformidad con nuestra doctrina, no basta una
invocación genérica a la «educación física y el deporte»
como política de fomento de los poderes públicos reco-
nocida por la Constitución (art. 43.3), ni que esta pro-
fesión esté vinculada con la «salud». Antes al contrario,
para que se justifique objetivamente la adscripción pro-
fesional obligatoria con la amenaza de una sanción penal
por la comisión del delito o falta de intrusismo, es nece-
sario que, para la protección de la salud (o de la infancia)
sea indispensable dicha adscripción obligatoria, tal y
como acontece, por ejemplo, con el colectivo médico.
La circunstancia, sin embargo, de que los ciudadanos
podamos (al menos todavía) practicar la saludable gim-
nasia sin tener que contratar los servicios de tales pro-
fesionales titulados es la mejor muestra de que cae por
su propia base este artificioso juicio de necesidad
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efectuado por la mayoría en el fundamento jurídi-
co 7.o

En lo sucesivo, y de conformidad con esta peligrosa
doctrina que inicia la presente sentencia, para justificar
la colegiación obligatoria será suficiente que el colectivo
profesional concernido invoque genéricamente cualquier
bien o interés constitucional para poder obtener, incluso
por la vía penal mediante el tipo del intrusismo, dicha
colegiación forzosa.

Se abre, así, las puertas a la expansión de un tipo
penal que la doctrina de la STC 111/1993 había cir-
cunscrito a las clásicas profesiones liberales que inciden
en derechos fundamentales, como es el caso de los médi-
cos, arquitectos, abogados e ingenieros, para poderse
reclamar ante el ejercicio de cualquier profesión titulada
que pueda tener algún genérico anclaje en la Consti-
tución, lo cual, no sólo puede contribuir a expandir el
gremialismo, sino también, y lo que es peor, a conculcar
los derechos fundamentales a la libertad y de asociación,
razones todas ellas que nos obligan a manifestar nuestra
respetuosa discrepancia.

Madrid, a cinco de octubre de mil novecientos noven-
ta y ocho.—Vicente Gimeno Sendra.—Firmado y rubri-
cado.

24941 Pleno. Sentencia 195/1998, de 1 de octubre
de 1998. Recurso de inconstitucionalidad
1.705/1992. Promovido por el Consejo de
Gobierno de la Diputación Regional de Can-
tabria en relación con el art. 21.3 de la Ley
4/1989, de Conservación de los Espacios
Naturales y la Flora y Fauna Silvestres, y los
arts. 2 y 3 y el anexo de la Ley 6/1992 por
la que se declara Reserva Natural de las Maris-
mas de Santoña y Noja.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López, don Fernando García-Mon y Gonzá-
lez-Regueral, don Vicente Gimeno Sendra, don Julio Die-
go González Campos, don Pedro Cruz Villalón, don Carles
Viver Pi-Sunyer, don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera,
don Tomás S. Vives Antón y don Pablo García Manzano,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 1.705/92,
promovido por el Consejo de Gobierno de la Diputación
Regional de Cantabria, representado por su Letrado, con-
tra el art. 21.3 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de
Conservación de los Espacios Naturales y la Flora y Fauna
Silvestres, y los arts. 2 y 3 y el anexo de la Ley 6/1992,
de 27 de marzo, por la que se declara Reserva Natural
a las Marismas de Santoña y Noja. Ha comparecido el
Abogado del Estado en la representación que legalmente
ostenta. Ha sido Ponente el Magistrado don Carles Viver
Pi-Sunyer, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. El 30 de junio de 1992 se registró en este Tri-
bunal escrito por el que la representación del Consejo
de Gobierno de la Diputación Regional de Cantabria inter-
puso recurso de inconstitucionalidad contra el art. 21.3
de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación
de los Espacios Naturales y la Flora y Fauna Silvestres

y los arts. 2 y 3 y el anexo de la Ley 6/1992, de 27
de marzo, por la que se declara Reserva Natural a las
Marismas de Santoña y Noja.

2. El recurso se fundamenta en las alegaciones que
a continuación se sintetizan:

a) Como cuestión previa se señala que el presente
recurso tiene un doble objeto: Por una parte, el art. 21.3
de la Ley 4/1989 y, por otra, por la propia Ley 6/1992,
especialmente sus arts. 2 y 3 y el anexo, en cuanto
delimitan el espacio físico al que se extiende la decla-
ración de Reserva Natural de las Marismas de Santoña
y Noja. Esta impugnación conjunta se justifica porque
la segunda de las Leyes mencionadas, la 6/1992, deriva
su validez de lo dispuesto en el art. 21.3 de la Ley
4/1989, este último precepto conculca frontalmente lo
establecido en el art. 149 de la C.E., por cuanto no res-
peta la distribución competencial, diseñada constitucio-
nal y estatutariamente, entre el Estado y las Comuni-
dades Autónomas.

b) Una vez delimitado el objeto del recurso y jus-
tificada esta doble impugnación, se exponen las causas
de inconstitucionalidad del citado art. 21.3 de la Ley
4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espa-
cios Naturales y la Flora y Fauna Silvestres (en adelante,
L.C.E.N.), que en el momento de promover el recurso
ya era objeto de examen por parte del Tribunal Cons-
titucional, por cuanto otras Comunidades Autónomas
habían interpuesto, en su momento y contra el mismo,
diversos recursos de inconstitucionalidad y conflictos de
competencia (núms. 1.220/89 y acumulados).

Del tenor literal del art. 21.3 —«la declaración y ges-
tión de los espacios naturales protegidos a que se refiere
el capítulo anterior corresponderá al Estado cuando ten-
gan por objeto la protección de bienes de los señalados
en el artículo 3 de la Ley 22/1988, de 28 de julio,
de Costas»— se deriva la reserva al Estado de la decla-
ración y gestión de los espacios naturales protegidos,
cuando tengan por objeto la protección de bienes de
los señalados en el art. 3 de la Ley 22/1988, es decir,
bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal, la
ribera del mar y las rías (incluyendo la zona maríti-
mo-terrestre y las playas), el mar territorial y las aguas
interiores y los recursos naturales de la zona económica
y la plataforma continental. Según la representación del
Consejo de Gobierno, este contenido es inconstitucional
porque altera el orden competencial establecido por la
Constitución y el Estatuto de Autonomía para Cantabria,
en tanto que estas últimas normas establecen, de una
parte, que la Comunidad de Cantabria ejerce sus com-
petencias referidas a su territorio (art. 32 E.A.Cant.), que
se encuentra definido en el art. 2.2 del mismo Estatuto,
y que, por ello, es indudable que el dominio público
marítimo-terrestre enclavado en el territorio de la Comu-
nidad Autónoma es susceptible de ser objeto de ejercicio
de las competencias que estatutariamente le vienen atri-
buidas (STC 149/1991). De otra parte, según el art.
148.9 C.E., corresponde a las Comunidades Autónomas
la gestión en medio ambiente; y esta competencia ha
sido asumida en el art. 24 a) del E.A.Cant. En conse-
cuencia, la titularidad estatal del dominio público marí-
timo-terrestre, si bien puede implicar una potestad de
protección sobre el mismo, no supone necesariamente
un reconocimiento al Estado de la competencia para
declarar y gestionar los espacios naturales protegidos
sobre dicho tipo de dominio, ya que, tal argumentación,
que es la pretendida por el cuestionado art. 21.3, con-
duciría a alterar la distribución competencial prevista en
la Constitución y en el Estatuto de Autonomía.

Se solicita, por fin, en la demanda la acumulación
de este recurso, en lo que a esta concreta impugnación
se refiere, a los recursos y conflictos contra la Ley
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